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DICTAMEN AFIRMATIVO DE MINORÍA 

Asamblea Legislativa: 
 

La suscrita Diputada, miembro de la Comisión Especial de Reforma Constitucional, 
creada para estudiar y dictaminar el proyecto de ley “Adición de un párrafo final al 
artículo 85 de la Constitución Política de la República de Costa Rica, expediente N. 
º 20.852, rindo el siguiente DICTAMEN AFIRMATIVO, con fundamento en las 
siguientes consideraciones: 

1. GENERALIDADES DEL PROYECTO DE LEY. 
 

La presente reforma constitucional, suscrita por señores y señoras diputadas de 
distintas fracciones políticas, propone adicionar un párrafo final al artículo 85 de la 
Constitución Política, con la finalidad de incorporar un párrafo final al artículo 85 de 
la Constitución Política de la República de Costa Rica, para que las universidades 
estatales destinen no menos del treinta por ciento (30%) de sus presupuestos a las 
sedes regionales que se ubiquen fuera del Gran Área Metropolitana (GAM), en aras, 
de que se dé una verdadera igualdad al acceso a la educación superior, para todas 
las regiones del país. 
 
Asimismo, se incorpora un Transitorio que dispone un plazo de diez años a las 
universidades estatales a partir de su publicación, para cumplir con la anterior 
disposición. 
 

2. ASPECTOS DE TRÁMITE PARLAMENTARIO. 
 

a) El día cinco de junio del 2018 la suscrita Diputada Carmen Chan Mora junto 
con un grupo de diputados y diputadas de distintas fracciones legislativas e 
independientes, presentaron ante la Secretaria del Directorio de la Asamblea 
Legislativa, el proyecto de ley: “ADICION DE UN PÁRRAFO FINAL AL 
ARTÍCULO 85 DE LA CONSTITUCION POLÍTICA DE LA REPÚBLICA DE 
COSTA RICA, EXPEDIENTE 20.852” 
 

b) El día doce de junio del año 2019, el Plenario Legislativo realiza la primera 
lectura del expediente. 
 

c) El día diecisiete de julio del 2019, el Plenario Legislativo realiza la segunda 
lectura del expediente. 

 
d) El día treinta de octubre del 2019, el Plenario Legislativo realiza la tercera 

lectura del expediente y su respectiva admisión. 
 

e) El día veinte de noviembre del 2019 se da la integración de la comisión. 
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f) El día dieciséis de junio del 2020, por parte del Presidente de la Asamblea 
Legislativa, se procede a realizar la instalación de la Comisión Especial de 
Reforma Constitucional. 
 

g) El día diecisiete de junio del 2020, se da la recepción del proyecto en 
comisión. 
 

h) El día 22 de junio del 2020, en la sesión extra-ordinaria número 1, se 
aprueban dos mociones, ambas propuestas por varias señoras y señores 
diputados, con el fin de consultar la iniciativa de ley a varias instituciones y 
organizaciones y convocar en audiencia a los representantes del Consejo 
Nacional de Rectores (CONARE).  
 

i) El día 29 de junio de 2020, en la sesión ordinaria número 2, se recibe en 
comparecencia a los representantes del Consejo Nacional de Rectores 
(CONARE). 
 

j) El día 20 de julio del 2020 en la sesión ordinaria número 3, se da la votación 
por el fondo de la iniciativa. 

 

3. CONSULTAS. 
 
En la sesión extra-ordinaria número 1 del 22 de junio del 2020 de la Comisión 
Especial de Reforma Constitucional, se aprobó una moción para consultar esta 
iniciativa a las siguientes instituciones y organizaciones: Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica (MIDEPLAN); Sistema Nacional de Acreditación de 
la Educación Superior (SINAES); Estado de la Nación; Procuraduría General de la 
República; Ministerio de Educación Pública; Instituto Nacional de Estadística y 
Censos (INEC); Defensoría de los Habitantes de la República; Asociaciones de 
Estudiantes de Sedes Regionales de la UCR; Federación de Estudiantes del 
Instituto Tecnológico de Costa Rica (FEITEC); Federación de Estudiantes de la 
Universidad de Costa Rica (FEUCR); Federación de Estudiantes de la Universidad 
Nacional (FEUNA);Federación de Estudiantes de la Universidad Estatal a Distancia 
(FEUNED); Federación de Estudiantes de la Universidad Técnica Nacional; 
Consejos Regionales de Desarrollo (COREDES); Coalición Costarricense de 
Iniciativas de Desarrollo (CINDE); Consejo Superior de Educación (CSE); Consejo 
Nacional de Rectores (CONARE). De la misma manera, por instrucción de la 
Presidencia de la Comisión se realizaron las consultas obligatorias al expediente, 
las cuales era a la Universidad de Costa Rica (UCR), Universidad Nacional (UNA), 
Instituto Tecnológico Costarricense (ITC), Universidad Nacional a Distancia (UNED) 
y Universidad Técnica Nacional (UTN). 
 
De conformidad con las respuestas recibidas, se valoraron todas las observaciones 
planteadas por las Instituciones, sin embargo, es de especial interés de esta 
legisladora, considerar la postura de garantizar una progresividad en la dotación de 
recursos a las sedes regionales, en aras de fortalecer de manera horizontal su 
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estructura, combatir el valle centrismo, y  transformar el enfoque universitario en 
cuanto la regionalización y permitir reforzar las debilidades que han sido sostenidas 
desde hace más de 40 años en esos centros regionales y contribuir al cumplimiento 
de la democratización de la educación superior universitaria. 
 
En ese sentido, se estima importante mencionar el enfoque integral abordado por 
los Consejos Regionales de Desarrollo de:  la Región Brunca, mediante oficio 
COREDES-RB-028-2020; de la Región Pacifico Central, mediante oficio 
COREDES-PC-06-20; y de la Región Huetar Norte, mediante oficio COREDES-
RHN-0004-2020. 
 
Dichos Consejos Regionales de Desarrollo, dan apoyo a la iniciativa, siendo 
importante considerar los siguientes aspectos: 
 
Para el directorio de COREDES Brunca, destaca la importancia para la región, de 
que las Universidades Públicas realicen una mayor inversión a nivel regional, ya 
que la educación superior y el desarrollo de proyectos de investigación y acción 
social son fundamentales para la mejora de los indicadores tanto económicos como 
sociales, que, en el caso de la región Brunca, se encuentran entre los más bajos del 
país. Además, consideran trascendental que las universidades realicen una revisión 
de la oferta académica, que les permita impulsar y desarrollar carreras acordes a 
las necesidades de la demanda actual y futura de profesionales en cada región.  
 
Por parte del Consejo Regional de Desarrollo de la Región Huetar Norte (COREDES 
RHN), determinan que este proyecto no está en contra de la autonomía 
universitaria, sino que se constituye en una acción afirmativa en pro de un desarrollo 
nacional con mayor equidad territorial y oportunidades, frente a un modelo de 
desarrollo centralista y con una fuerte resistencia a hacer las cosas de manera 
distinta. 
 
Para el Consejo Regional de Desarrollo de la Región Pacífico Central, es de gran 
importancia que la educación universitaria en la región  Pacífico Central se 
fortalezca a través de la asignación de más recursos a las sedes regionales, de 
manera que estos se vean reflejados en infraestructura, incremento en cupos, oferta 
académica de acuerdo a las necesidades del mercado y educación de mejor 
calidad, de forma que las brechas existentes producto de las desigualdades se 
vayan cerrando y las oportunidades para los jóvenes se den en forma efectiva. 
 
Además, los miembros del directorio del Consejo Regional de Desarrollo de la 
Región Pacífico Central, estiman lo siguiente: 
 

a- La representación del Segmento Privado, menciona que le parece que es un 
paso positivo en la dirección correcta y reitera su apoyo en que se induzca a 
las Universidades Públicas a asignar de mejor manera el presupuesto a las 
sedes regionales del país. 

b- La Secretaría Técnica, menciona que ya el COREDES PC le había dado un 
voto de apoyo al proyecto y menciona que de ese 30% (como monto mínimo 
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establecido) sería conveniente que las sedes contaran con un porcentaje 
mínimo, para que cuenten con un presupuesto específico de forma que 
puedan planificar de mejor manera y desarrollar su plan de trabajo. 

c- La coordinación del CIR Empleo menciona que este tema es un punto 
fundamental para el desarrollo de cualquier país y está de acuerdo en que 
se pueda contar con porcentajes mínimos para las diferentes sedes y que de 
alguna manera sea una distribución dependiendo de la demanda. 

 
Con respecto a las consultas solicitadas por esta comisión a las diferentes 

Instituciones y organizaciones y que las mismas no respondieron a la solicitud de 
rendir su criterio en relación al texto en discusión, es conveniente señalar que el 
artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa establece con respecto a 
las consultas institucionales  en la discusión de un proyecto de ley lo siguiente: 
“(…)Si transcurridos ocho días hábiles no se recibiere respuesta a la consulta a que 
se refiere este Artículo, se tendrá por entendido que el organismo consultado no 
tiene objeción que hacer al proyecto (…)”. 

4. AUDIENCIA. 

En sesión ordinaria número 2 del 29 de junio del 2020, la Comisión Especial de 
Reforma Constitucional, recibió en audiencia a los representantes del Consejo 
Nacional de Rectores, el Señor Luis Paulino Méndez Padilla, Presidente del Consejo 
Nacional de Rectores, asimismo, se contó con la participación de los rectores de las 
Universidades Estatales, el Señor Carlos Araya Leandro, Rector de la Universidad 
de Costa Rica, la Señora  Ana María Hernández, Rectora transitoria de la 
Universidad Nacional, el Señor Rodrigo Arias, Rector de la Universidad Estatal a 
Distancia y el Señor Fernando Chávez, Vicerrector de extensión y Rector interino 
de la Universidad Técnica Nacional con el fin de que se refirieran sobre el 
expediente  número 20.852 “Adición de un párrafo final al artículo 85 de la 
Constitución Política de la República de Costa Rica”.   

Producto de la realización de dicha audiencia, se procede a señalar los aspectos 
más relevantes, a continuación:  

Con respecto a la comparecencia, el Consejo Nacional de Rectores (CONARE), 
considera que no existen bases técnicas para ascender el porcentaje a destinar en 
las regiones, para las universidades públicas, por ende, estiman, que esto afectaría 
el funcionamiento de las sedes centrales. Sin embargo, no lograron acreditar el 
monto exacto de la inversión de cada universidad en las regiones y afirman no 
contar con el costo exacto; A su vez, afirman que tienen muchos años de priorizar 
la inversión en las regiones y que han ido avanzando. De igual manera, se hace 
referencia dentro de su exposición, al principio de Autonomía Universitaria, como el 
resguardo que gozan las Universidades Públicas costarricenses de evitar las 
injerencias de grupos o sectores políticos económicos y religiosos en la educación 
superior estatal. 

Estiman, que el desarrollo las regiones implica tener una visión integral y 
comprometida de todos los actores regionales del desarrollo, que la presencia única 
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de la universidad, no garantiza el desarrollo de la región y que para poder lograr 
salir de esta situación - particularmente en las regiones costeras-, van a tener que 
plantearse proyectos país. 

Consideran que las Universidades Estatales cuentan con amplia presencia en las 
diferentes regiones del país, mediante sedes y centros regionales, sedes 
regionales; centros académicos, campos tecnológicos y en cuanto al mejoramiento 
institucional, entre el año 2013 y 2018- 2019, se logró invertir 40 millones de dólares 
en las diferentes Sedes Regionales. 

Con respecto a la condición laboral de los profesionales en las diferentes regiones, 
estiman que “muchos” de los graduados de las regiones en las Sedes Centrales, 
regresan a su región, pero “no todos”. De igual forma, con respecto a los graduados 
en las regiones, “no todos” consiguen trabajo en la región y van a la Gran Área 
Metropolitana a buscar oportunidades de empleo, ante esto, el CONARE, indica que 
es un compromiso que deben buscar. 

En cuanto a las inversiones propiamente de cada una de las Universidades 
Estatales en relación a la regionalización, la Universidad de Costa Rica indica que 
del presupuesto de año anterior, el 19.29% se destinó a Sedes Regionales; con 
respecto al Instituto Tecnológico de Costa Rica, destinó aproximadamente un 20% 
de su presupuesto, y en cuanto a la Universidad Nacional, indica que se destinó 
13191 millones de colones en el año 2019 a regionalización. A su vez, la 
Universidad Técnica Nacional, resalta el hecho que al ser una universidad que nace 
regionalizada, con sedes en San Carlos, Atenas, Puntarenas, Guanacaste y 
Alajuela, su inversión, de acuerdo a lo señalado por el Rector, para el año 2018, 
ascendió a 17581 millones; Por último, la Universidad Estatal a Distancia que 
reafirma su presencia en todo el país con 39 sedes universitarias, sin detallar la 
asignación presupuestaria a las regiones fuera del GAM. 

Expresan que la visión de la regionalización universitaria tiene que ser fortalecida, 
y a su vez, consideran que la regionalización universitaria es el mejor vehículo para 
democratizar el acceso, a la educación superior.  

Señalan que están en total acuerdo de incrementar la inversión en regionalización, 
como camino a seguir, pero que el modelo de regionalización universitaria data de 
hace 50 años, el cual, debe ser remozado,  de manera tal,  que  las carreras que 
imparten en las sedes regionales,  sean carreras pertinentes, y sean carreras que 
vayan  de la mano con las potencialidades de cada región,  de manera tal entonces 
que,  la oferta académica sea un elemento que venga a potenciar el desarrollo de 
las regiones y por ello, creen que ese es el futuro de la regionalización en los 
próximos en los próximos años. 

Con respecto a los cuestionamientos planteados por los legisladores en esta 
comparecencia, llama la atención, que el Consejo Nacional de Rectores no 
suministró datos sobre el porcentaje de estudiantes de las regiones que migran a 
sedes centrales de las Universidades Estatales, ni tampoco, se logró determinar, el 
costo promedio anual para una universidad el sufragar los gastos para atender las 
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necesidades de un estudiante que proviene de una zona rural en la Gran Área 
Metropolitana.  

Asimismo, el Presidente del CONARE, confirma que para crear apertura de sedes 
regionales en la región Brunca, en el Pacífico Central y una Región Chorotega, 
tendría que darse una redistribución del FEES, lo cual, asegura que, no va a pasar 
rápido, ya que cada universidad tiene comprometido sus recursos y darle otro 
destino requerirá su tiempo. 

Con respecto, a lograr incrementar el presupuesto de la regionalización universitaria 
pública, estiman que han venido utilizando un Fondo, que les ha permitido financiar 
proyectos adicionales y que están asumiendo un compromiso de trabajar en 
conjunto y de intentar el modelo de desarrollo de las regiones. Aseguran que de 
igual manera han realizado esfuerzos en fortalecer la investigación y extensión en 
cada región y promover la oferta de carreras técnicas en las regiones, todo en aras 
de lograr el objetivo de desarrollo. 

En ese entendido, se les consulta, por parte del legislador Sánchez Carballo, sobre 
la prioridad que tiene el tema de regionalización dentro del Plan Nacional de 
Educación Superior 2021-2025, siendo que el Presidente del CONARE, afirma que 
la prioridad será máxima, aduciendo que la regionalización es el eje vital para el 
desarrollo del país y para garantizar la equidad en el acceso a la educación superior. 
Sobre este mismo tema, surge la interrogante por parte del legislador Jiménez 
Zúñiga, sobre la posibilidad que el plan contemple proyecciones al año 2025 de 
cuanto representaría la inversión en regionalización comparativamente con la 
estimación de inversión presupuestaria que se requiere por parte de las 
Universidades Estatales, para cumplir las metas propuestas, ante esto, el 
Presidente de CONARE, señala que efectivamente ellos “podrían” hacer estimados 
de su crecimiento en un quinquenio en inversión en las regiones. 

Otro aspecto abordado en la audiencia, de especial consideración, es el relacionado 
al rezago en materia de educación superior, realizando la comparación de la 
asignación presupuestaria de las universidades y la calidad de la educación que se 
da entre las sedes del área metropolitana con las sedes regionales, sin embargo, el 
Presidente de CONARE, el Sr. Méndez Padilla, no define la posición del CONARE, 
indicando solamente, que es difícil medir la calidad de la formación en las regiones, 
y que habría que valorar cuáles son las deficiencias que han señalado los 
estudiantes. 

A su vez, es importante señalar que el Sr. Araya Leandro, considera que no es 
conveniente crear destinos específicos para dar mayor flexibilidad a la gestión 
universitaria, ante esto, la legisladora Corrales Chacón, le consulta, que si está 
flexibilidad ha garantizado que no haya rezago entre sedes regionales y centrales, 
sin embargo, el Sr. Rector de la Universidad de Costa Rica, fue esquivo y  no 
contestó a la consulta concretamente, refiriéndose únicamente, que van a continuar 
bajo la misma dirección que han venido impulsando durante los últimos cinco años 
y es, aumentar considerablemente la inversión en regionalización en cada una de 
las sedes y recintos universitarios de las universidades públicas, lo cual, según 
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estimó la legisladora Corrales Chacón, es que los diputados tienen que creer en la 
voluntad y palabras de ellos, porque, no hay un compromiso real que pueda decir 
que se va a generar un porcentaje específico para hacer regionales. 

Otro aspecto que llama la atención, es que, de acuerdo a la ponencia del CONARE, 
y ante los cuestionamientos de la legisladora Corrales Chacón, no hay ni una sede 
regional en la región Huetar Norte, dejando a toda la región Huetar Norte rezagada 
a la posibilidad de acceso a la educación superior universitaria. Ante esto, el Señor 
Carlos Araya Leandro, afirma que la Universidad de Costa Rica, no tienen 
propuestas a corto plazo de ubicarse en la región Huetar Norte, y en lo que 
corresponde a la posición del CONARE, es cubrir entre las cinco universidades 
públicas todos los rincones del país, y sí, el Instituto Tecnológico se encuentra en la 
Zona Norte, sea este, el que amplié su capacidad, ante esto,  la legisladora Chacón 
Corrales, concretamente señala, que más bien, eso restringe la libre elección del 
estudiante de escoger qué estudiar, ante la limitación de la cartera académica 
habilitada por el Instituto Tecnológico, siendo que para la legisladora, hay un  vacío 
en  cuanto el avance de la educación superior universitaria en la región Huetar Norte 
y señala que no se está dando la posibilidad de que se pueda desarrollar en 
cantones con índice de desarrollo bajos, que justamente, necesitan de la educación, 
siendo que se tiene claro, que la educación sí lleva desarrollo las comunidades, ante 
esto, el Sr. Araya Leandro, afirma que es un elemento que pueden valorar. 

Por otro lado, la suscrita legisladora, procedo a realizarle la siguiente consulta al Sr. 
Méndez Padilla, Presidente de CONARE: 

“(…) 
Presidenta: 
 
Gracias. Voy a hacer uso de la palabra. Bueno, bienvenidos. Quiero que 
sepan primero que no soy enemiga de las universidades y que estoy más 
bien para colaborar y ponerme a su disposición. Esta fue una idea que 
nació por todo lo que hemos visto a nivel regional, y que, por ende, lo 
traemos aquí a la mesa para plasmarlo y tratar de formarlo de la mejor 
manera conjunta. De hecho, yo lo veo como una herramienta de bien 
para ustedes, lástima que por el momento no veo que sea así de parte 
de ustedes. 
 
Con respecto a la creación de la sede regionales, he escuchado varios 
rectores indicar que el presupuesto no se los permite, siendo la misma 
retórica por años. En ese sentido, ¿cuál es el impedimento para que se 
dé una redistribución de los recursos a fin de crear nuevas sedes 
regionales? 
 
Señor Luis Paulino Méndez Padilla: 
 
Ese tema a lo interno de Conare, lógicamente se ha discutido. 
Recordamos, el Fees no se basó, la redistribución del Fees no se basó 
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en indicadores, se basó sencillamente en lo que cada universidad aportó 
en ese momento, y de ahí salió el porcentaje. Es igual que si ahorita 
ingresamos a la UTN en la bolsa del Fees, habrá una nueva distribución 
porcentual, pero no en el monto probablemente. 
 
Presidenta: 
 
¿Pero entonces no han tomado acuerdos para llevarlo a cabo? 
 
Señor Luis Paulino Méndez Padilla: 
 
No hemos tomado ningún acuerdo de cómo redistribuir el Fees. Hemos 
presentado la idea a la mesa particularmente la Uned, la UTN y el TEC, 
de generar un sistema de indicadores qué nos garantice que lo que cada 
universidad tiene del Fees es lo que le corresponde, y lo que mejor le 
sirve el país. 
(…)” 
 

Asimismo, procedo a realizar una consulta relacionada a la Educación Superior 
Universitaria en la Región del Pacifico Central, de la siguiente forma: 

“(…) 
Presidente: 
 
La región pacífico central en la más pobre del país y la que mayor 
desigualdad tiene según los datos del Inec, a su vez, es la que menos 
sedes universitarias públicas y privadas tiene según el Estado de la 
Educación. ¿Me podrían explicar los motivos por los cuales las 
universidades públicas no han invertido en la creación de oferta 
educativa e infraestructura universitaria en la provincia de Puntarenas?  
 
Y esto quiero hacer un poco de referencia con lo que ya habló el 
compañero Enrique. De hecho, cuando hablaba del estudio de las 
necesidades, me gustaría hacer hincapié, porque siempre lo he 
escuchado máxime de muchos de ustedes, para que exista desarrollo 
tiene que haber educación. Entonces, por favor respóndame en ese 
sentido para poder yo comprender. 
 
Señor Luis Paulino Méndez Padilla: 
 
Sí, no es tan fácil la respuesta. Nosotros del estudio que hicimos de la 
región Pacífico Central, tratando de ubicar cuál era el punto ideal para 
tener presencia, resulta que los focos de población están muy 
distribuidos, y con muy poca capacidad a veces de poder satisfacer, por 
lo menos la demanda de cupos que ocuparemos nosotros para mantener 
una oferta en la región. De paso, Esparza resultó ser uno de los focos de 
población más prometedores para instalar un Centro académica del TEC. 



Expediente legislativo 20852                                                                                                                       10 

 

Como tecnológico efectivamente, Nosotros tuvimos mucho tiempo…. 
 
Presidenta: 
 
Perdón, ¿la cartera de carreras que se imparten en Esparza se dieron en 
relación a un estudio estratégico ya establecido? 
 
Señor Luis Paulino Méndez Padilla: 
 
Sobre el modelo de desarrollo de la región Pacífico Central, tenemos qué 
es lo que se quiere desarrollar el Pacífico Central. También tenemos la 
gran preocupación si es un desarrollo portuario, el aeropuerto en Orotina 
era como una imagen, un atractivo para definir algunas opciones 
académicas, pero por lo demás, no tenemos un plan de desarrollo, si ese 
va a ser el área industrial, agroindustrial, sí va a ser el turismo; eso no 
está tan claro. 
(…)” 

 

Por último, resulta valioso, resaltar las apreciaciones del Presidente de la Asamblea 
Legislativa, el Sr. Diputado Eduardo Cruickshank Smith, en dicha audiencia, de lo 
cual se hace una transcripción literal, en lo conducente, dice así:  

“Quería preguntarle al señor rector de la Universidad de Costa Rica, 
estoy viendo aquí en el estado de la regionalización de la Universidad de 
Costa Rica que la sede del Caribe, específicamente el recinto de Limón, 
nace en el año 1975, o sea, a la fecha tiene 45 años. A su vez estoy 
viendo aquí en la página 7 que tiene 2000 estudiantes, 2000 estudiantes 
en 45 años. 

Sí, pero me refiero, ese es el máximo que ha tenido a la fecha, la 
población actual, al 2020 es de 2000 estudiantes y veo que si vamos 
disminuyendo, si vamos disminuyendo, vemos que en el año 2010 tenía 
apenas 200 estudiantes; e inclusive señor rector, en la página 13 se 
menciona la licenciatura en Marina civil como una carrera exclusiva de la 
sede regional y hace poco nosotros tuvimos en la Comisión Caribe a esos 
estudiantes de la carrera de Marina que les cerraron la carrera, e 
inclusive salió un informe de esa comisión, donde se solicitaba, entre 
otras cosas, que la Universidad procediera a darle una especie de 
indemnización a esos estudiantes, porque para decirlo en palabras muy 
corrientes “los dejaron botados”. 

Y le tengo que decir señor rector, que yo vivo en la Provincia de Limón, 
antes pasaba todos los días, pero ahora solo los fines de semana, 
enfrente de la sede regional de la Universidad de Costa Rica y creo yo, 
que para los 45 años que tiene esa sede, en realidad no tenemos nada, 
no tenemos nada. Y si bien es cierto que hemos crecido en cuanto a 
infraestructura del 2014 al 2019 en los 5 años, porque ha existido, 
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digamos alguna voluntad un poco diferente a los primeros 45 años de 
llevar un poco desarrollo a la regionalización, por la mentalidad digamos, 
que tienen los que hoy están al frente de la Universidad o los que 
estuvieron en los últimos cinco años; pero, qué nos garantiza que cuando 
no estén ustedes o los que estuvieron en los últimos cinco años que 
impulsaron en alguna medida ese crecimiento, que si no están y regresan 
algunas personas con mentalidad Valle-Centralista, como a través de los 
primeros 40 años que no vamos a dejar de crecer, y que no vamos a caer 
en la misma situación de los primeros 40 años. Por eso es que yo 
preferiría, personalmente, vía una reforma, garantizarnos la 
sostenibilidad de ese desarrollo, porque en los primeros cuarenta años 
no lo tuvimos; y nada me garantiza que los hombres y mujeres que 
puedan venir en el futuro y que estén al frente de las universidades van 
a tener la misma visión que han tenido los de los últimos cinco años, pero 
cuando la ley los obliga a tal punto, tendrán que hacerlo sí o sí, entonces, 
por eso es que yo apoyo una reforma de esta naturaleza. 

Y termino diciendo lo siguiente, disculpe señora Presidenta.  Señor 
rector, yo estudié en la Universidad de Costa Rica hace 40 años y me 
tuve que desarraigar de mi familia para venir a estudiar a la meseta 
central, porque no existían universidades regionales hace 40 años, por lo 
menos la de Limón estaba incipiente y no tenía la carrera de derecho; y 
le puedo decir con conocimiento de causa que mi hija, 40 años después, 
hoy en día, mi hija estaba en la Universidad de Costa Rica, y hoy en día, 
hoy, actualmente, se tuvo que trasladar a San José estudiando ingeniería 
de sistemas porque no tienen la carrera completa en Limón, y hoy se ha 
tenido que desarraigar de su familia, como yo hace 40 años para venirse 
aquí a la meseta central a terminar la licenciatura y la está terminando 
aquí. 

Por eso, por más de que ustedes me ponen que han crecido en los 
últimos 5 años, en las sedes regionales seguimos sin tener nada. 

Aprovecho para felicitar al señor rector del Tecnológico porque hace año 
y medio, dos años, terminaron unas maravillosas instalaciones en Limón, 
que espero que cumpla los objetivos y que no sea sólo instalaciones, si 
no que tengamos las carreras que ocupa Limón en ese sentido. 

De manera señor rector de la Universidad de Costa Rica, yo creo que la 
Universidad de Costa Rica le sigue debiendo por lo menos al Centro 
Regional del cantón central de Limón y yo prefiero garantizar esa 
inversión a través de una reforma legal o constitucional, y que no esté 
sujeta al vaivén y a la buena voluntad de los que puedan llegar en el 
futuro. Muchas gracias. Gracias señora Presidenta.” 
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5. INFORME DE SERVICIOS TÉCNICOS. 
 
El Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa de la República 
de Costa Rica a través del oficio AL-DEST-IJU-207-2019 del 28 de agosto de 2019, 
rinde el informe jurídico con respecto al proyecto, cuyas observaciones fueron 
estudiadas por esta legisladora. 
 

6. SOBRE EL FONDO DE LA INICIATIVA DE LEY 

    Según estudios del Banco Mundial, Costa Rica, se ubica entre los 9 países más 
desiguales de América Latina.  Por este motivo, no es de extrañar, que los niveles 
de pobreza en el país, aumentan de forma progresiva, especialmente en las zonas 
periféricas de Puntarenas, Limón y Guanacaste. Según el INEC el índice de pobreza 
alcanza en estas regiones cerca del 29%, siendo las más altas de todo el país. 

Estas provincias, han sido afectadas por los desequilibrios sociales y por las 
brechas estructurales, producto de un modelo de desarrollo excesivamente 
centralista, heredado de gobiernos anteriores, que impusieron políticas tributarias 
de corte regresivo, e implementaron políticas públicas desiguales, como reflejo de 
un modelo de Estado, que ha venido distribuyendo los excedentes económicos, de 
forma desigual entre los sectores de la sociedad costarricense. 

Dichos problemas, se han acrecentado por muchos años, en las regiones alejadas 
de la GAM, por ello es urgente la intervención del Estado en la solución de esta 
problemática, a través de la formulación de políticas integrales, que contemplen 
necesariamente, la participación activa de las universidades públicas, como factor 
clave de crecimiento económico y humano. 

En nuestro país, no se pone en duda, el papel de las universidades públicas, como 
centros de formación humanista; y como escenario del debate nacional, en torno al 
diseño de una sociedad solidaria y justa.  

Las universidades públicas, son los centros de educación superior, que posibilitan 
el progreso de una sociedad, inspirada en principios y valores universales, como el 
de equidad económica, el principio de igualdad y el principio de solidaridad social.  

Ciertamente, un pueblo que aspira a ser competitivo, en los campos del saber; 
requiere de universidades sólidas y comprometidas con todos los sectores sociales, 
pues ello, constituye un hecho innegable del proceso de transformación y 
mejoramiento institucional, en el marco de un Estado Social de Derecho. 

Crear estos centros de enseñanza pública, a la luz de los artículos 84 y 85 de la 
Constitución Política, fue una visión trascendental de las autoridades educativas, al 
impulsar el modelo de la educación superior pública costarricense, para facilitar el 
acceso al conocimiento de todos los estratos sociales del país, siendo el Estado, el 
actor principal, y garante del servicio de la educación pública universal y gratuita, y 
del derecho fundamental a la educación. 
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El acierto del modelo de desarrollo costarricense, no hubiera sido posible, sin la 
existencia de la educación superior pública.  

No hay duda, que el constituyente consideró estratégico, que el Estado tutelara y 
garantizara la permanencia y fortalecimiento de las universidades públicas en el 
tiempo, mediante el principio de autonomía plena, para el cumplimiento de sus fines 
institucionales, académicos y humanistas. 

El legislador originario, tendría por objeto, librarlas de todo tipo de injerencia externa, 
que les restara o disminuyera las competencias administrativas o de gobierno, para 
el cumplimiento de los deberes y fines constitucionales.  

Sin embargo, las universidades son parte de un Estado y de un modelo de sociedad 
solidaria y democrática, por esa razón, es indispensable dimensionar los alcances 
de estos centro del saber, como parte intrínseca del desarrollo nacional; lo cual me 
lleva a pensar, que si bien, el legislador no tiene la potestad de tergiversar sus 
cometidos, tampoco la autoridad universitaria, podría arrogarse derechos, de 
manera arbitraria o antojadiza, en nombre de los más-altos principios institucionales 
de la educación superior pública. 

Quiero decir, en otras palabras, que las universidades públicas al estar financiadas 
con recursos públicos, deben responder y rendir cuentas a la ciudadanía, a la luz 
de los principios constitucionales de transparencia, legalidad, justa distribución de 
la riqueza, proporcionalidad, igualdad, equidad, y gratuidad, así como el de eficacia 
y eficiencia en la gestión pública.  

Por ello, el uso de los recursos públicos de forma responsable, justa, equitativa, y 
transparente, armonizan con los más excelsos principios de la dignidad humana y 
del principio de igualdad en una sociedad democrática, donde todos los miembros 
de una comunidad, tienen el derecho a recibir un trato igualitario por parte de las 
autoridades y poderes públicos, y exigir el pleno goce de sus derechos, así como la 
concreción de las oportunidades, que el Estado debe garantizar a través de las 
políticas y de los servicios públicos, a la luz de los instrumentos derechos humanos, 
que postulan, la obligatoriedad de los Estados, de diseñar y construir mecanismos 
idóneos y procedimientos efectivos, que permitan acabar con los desajustes 
institucionales, en todos los ámbitos del desarrollo y del quehacer nacional, y evitar 
de esta forma el surgimiento de externalidades negativas y condiciones de 
desigualdad social. 

Lo anterior, constituye a mi modo de ver, el camino para vencer todo intento innoble, 
de instaurar una sociedad, estratificada rígidamente en clases sociales, con formas 
discriminatorias de atención, como podría ser el diseño de un modelo de desarrollo 
regional de educación superior, versus un modelo de desarrollo centralizado, que 
se aleje mucho de ser una garantía de progreso y dignificación para el mejoramiento 
de las comunidades marginales, vinculadas directamente a la educación, siendo 
esta, la relación simbiótica más efectiva, para salir de los niveles de subdesarrollo y 
de rezago social. 
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Las universidades estatales, están en la obligación ética, de distribuir de forma 
equitativa los recursos públicos, más allá de la gran área metropolitana, para 
contribuir de forma solidaria y equitativa, con la entrega de becas, la apertura de 
nuevas carreras, la ampliación de la matrícula en diversas ramas del saber y la 
formación de profesionales, especialmente en las zonas regionales del país, a 
efectos de atender, las necesidades reales de sus pueblos y comunidades. 

Es indispensable, fortalecer y democratizar los centros regionales, a fin de ponerlos 
al alcance de los sectores menos favorecidos de las regiones del país, superando 
de esta forma, la brecha social y académica existente, y derribar de una vez por 
todas, el dogma del modelo valle-centrista del desarrollo nacional. “La equidad es 
la recta razón congruente con la naturaleza de las cosas” (Cicerón); es de equidad 
aplicar criterios distintos ante situaciones de naturaleza distinta” (Sentencia 478-94 
Sala Constitucional). 

En virtud de lo anterior, debemos comprender las necesidades que exigen los 
tiempos actuales, por ello, los cambios y las transformaciones globales de la 
sociedad costarricense, nos exigen un compromiso y un esfuerzo de todos los 
sectores de la sociedad costarricense, a la luz del pacto social que nos une a todos, 
en razón del bien común, y especialmente en medio de una crisis sanitaria.  

Debe entenderse, que la autonomía universitaria, no es un instituto irrestricto y 
absoluto, y que las Universidades, no pueden convertirse en islas, desvinculadas 
del marco jurídico del desarrollo nacional. La política pública debe centrarse en la 
articulación de todos los mecanismos y los instrumentos jurídicos e institucionales 
requeridos, para elevar el nivel educativo de los estudiantes, así como los 
estándares de vida de las personas, como destinatarios finales, del servicio de la 
educación pública. Por ello, los recursos del Fondo de la Educación Superior 
merecen un tratamiento seguro, igualitario, transparente y razonable, en armonía 
con las necesidades de las universidades estales, pero, sobre todo, estos recursos 
se deben invertir de manera responsable en el capital humano, que es el centro de 
atención del servicio de la educación superior pública.  

Los estudiantes y su formación académica y humanista, deben ser la prioridad del 
Fondo para la Educación Superior, por ello, las universidades deben abocarse a la 
utilización racional y transparente de estos recursos públicos, para que se inviertan, 
en proyectos de crecimiento y desarrollo educativo, como lo es la necesidad de una 
verdadera y justa política educativa regional universitaria, que tome en cuenta el 
potencial del recurso humano, la oferta educativa, las necesidades sociales y 
económicas de las regiones y los requerimientos institucionales para la mejora 
educativa continua. 

La presente reforma constitucional al artículo 85, no tiene como propósito disminuir, 
restar o imposibilitar potestades necesarias que son fundamentales para el 
cumplimiento de sus fines, de estas instituciones, como se ha querido manipular por 
algunos sectores; por el contrario, a la luz de los principios e imperativos 
constitucionales que garantizan una verdadera autonomía plena y transparente; y 
conforme a las necesidades reales de las universidades estatales, y en absoluta 
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concordancia con las aspiraciones del constituyente; hemos planteado esta reforma 
constitucional, en razón de una mayor tutela de la educación superior pública. 

No se debe seguir postergando un proceso de mejora institucional, como parte de 
una política objetiva de regionalización educativa, a tenor de los principios 
constitucionales de equidad, continuidad, eficiencia, eficacia, regularidad, 
proporcionalidad, justicia, igualdad, y no discriminación.  

Por ello, el objetivo es establecer un porcentaje justo y equitativo del presupuesto 
total, que reciben las universidades por mandato constitucional, a fin de reorientarlos 
a los centros regionales universitarios; quienes hace más de treinta años, están 
esperando que las autoridades centrales, en el marco de una política general y 
coherente  de regionalización y de progresividad de los derechos prestacionales de 
la educación pública, destinen mayores recursos públicos, para el fortalecimiento 
de sus labores institucionales. 

Para ejemplificar, en el año 2019, la Universidad de Costa Rica destinó de su 
presupuesto total del año 2019, solamente un aproximado de 19,29%, para el 
desarrollo de los centros regionales; el Instituto Tecnológico por su parte, destinó 
únicamente un aproximado de 20% del presupuesto general; la Universidad 
Nacional, apenas destinó un aproximado de 9,9% de su presupuesto para los 
centros regionales. Debo decir, que solo la UTN por su naturaleza regional y la 
UNED, que emplea métodos de educación a distancia, destinan un alto porcentaje 
a las regiones, según los datos proporcionados por las consultas efectuadas. 

Dicha iniciativa, posibilitaría que además de un importante proceso de 
desconcentración y flexibilización de los centros de poder administrativo y 
financiero, que ostentan las sedes centrales, se impulse un articulación válida y 
efectiva entre las comunidades de las periferias y la educación pública superior, con 
el objeto de vencer y superar los factores de pobreza, que limitan e impiden el 
acceso a la educación, especialmente de las personas de menores ingresos, para 
posibilitar mediante los canales jurídicos requeridos, el impulso a la educación 
pública, como un medio de ascenso social y motor del desarrollo nacional, en el 
marco de una sociedad solidaria e inclusiva, que aboga por el respeto y garantía de 
los derechos humanos, de todos los miembros de la sociedad costarricense.  

Por otra parte, quiero resaltar, que en la comparecencia los representantes del 
CONARE, indicaron: “que están en total acuerdo en incrementar la inversión, en 
regionalización como camino a seguir” (…) y enfatizan en la necesidad de que las 
carreras que se imparten en las sedes regionales, sean carreras pertinentes y sean 
carreras que vayan de la mano con las potencialidades de cada región”  

 Por último, debe tenerse claro, que el derecho a la educación, no se puede restringir 
por las disposiciones emanadas de las autoridades universitarias, con lo cual me 
hace reflexionar, que una forma de limitar o restringir el derecho a la educación 
pública superior, es aplicando una injusta e irracional distribución del presupuesto o 
de los recursos públicos, en el ámbito de la educación, lo cual riñe con los artículos 
50, 78 y 79 de la Constitución Política.  
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Por todo ello, quiero concluir, subrayando que el espíritu de esta reforma 
constitucional del artículo 85, obedece a una aspiración honesta de esta legisladora, 
de que a través de acciones legislativas, se logre un trato justo, equitativo e 
igualitario, de los intereses universitarios de las sedes regionales, con el fin ulterior 
de que el derecho a la educación y el servicio de la educación pública superior, se 
ajuste a los requerimientos constitucionales, en beneficio de los estudiantes y de las 
regiones del país, toda vez que la insuficiencia de recursos, disminuye 
sustantivamente las oportunidades educativas, generando condiciones de 
desigualdad, con relación a las sedes centrales. 

Desde un punto de vista integral y sistémico, se trata de mejorar los niveles de vida 
de las personas, de forma digna y justa, en el marco de un Estado Social y 
Democrático de Derecho y a la luz de los instrumentos de derechos humanos, 
relativos a los derechos económicos sociales y culturales, que exigen a los 
gobiernos y a los poderes públicos, adoptar medidas para la plena efectividad de 
los derechos fundamentales. 

7. CONSIDERACIONES Y CONCLUSIONES  

Es de especial interés de esta legisladora, dejar claro, que el 30 por ciento que se 
pretende con esta reforma constitucional, no responde a un capricho discrecional, sino 
que va destinado al fortalecimiento de una política de regionalización, y responde a 
los siguientes criterios objetivos: 

a) Democratización y acceso a la educación y al conocimiento. 
b) Distribución de los recursos públicos de forma justa y equitativa. 
c) A un criterio de discrecionalidad propio del legislador, sujeto a márgenes de 

razonabilidad y proporcionalidad. 
d) Criterios de eficiencia, eficacia, celeridad, continuidad e igualdad del servicio de 

la educación.   

La educación superior, debe estar enfocada en atender las necesidades de todas las 
regiones del país donde exista cobertura, y en especial aquellas áreas o zonas 
marginales para potenciar el crecimiento, las oportunidades y el ascenso social; en 
otras palabras, la educación es el motor o fuente del desarrollo nacional, tal y como lo 
dispuso el poder constituyente. 

Quiero además señalar, que el 30 por ciento establecido, no es una evaluación de una 
política, sino es un objetivo o meta que se pretende alcanzar, toda vez que una política 
pública, se evalúa también por el cumplimiento de los objetivos económicos 
establecidos, y logros obtenidos. 

Por último, quisiera, además dejar claro, que, más que un deseo de fortalecer la 
regionalización por parte ciertos sectores, noto, una resistencia al cambio, y una 
negativa a trasladar recursos para los centros regiones que están fuera del GAM, con 
el ánimo de concentrar la mayor parte del presupuesto, mediante, el mecanismo del 
centralismo dogmático a ultranza, respecto al diseño de las políticas regionales 
universitarias, con base en el presupuesto general. 
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A su vez, esta legisladora, tomando en consideración lo expresado en las consultas y 
audiencia recibida, así como en especial atención al espíritu de la reforma 
constitucional, he llegado a las siguientes conclusiones: 

1- Ausencia de un Plan Nacional de Regionalización: Desde el inicio de la 
regionalización universitaria, en 1968, con la creación de la Sede Universitaria 
de la Universidad de Costa Rica en el Occidente, con el Recinto de San Ramón, 
exactamente hace 52 años, Costa Rica, y las Universidades Estatales han sido 
incapaces de crear una política o un plan nacional de regionalización 
universitaria, que defina la estrategia que requiere el país en cuanto desarrollo 
educativo superior se trata, de ser fiel a su obligación de democratizar y hacer 
accesible el conocimiento a todos por igual y su innegable vinculación con la 
generación de desarrollo regional – acorde al artículo 50 Constitucional, 
referente al equitativo reparto de las riquezas.  
Es altamente cuestionable, que al año 2020, persistan problemas en cuanto a 
traslape de carreras, ausencia de recintos regionales – en el caso de la región 
Huetar Norte-, sobreoferta y falta de oferta en carreras, brecha de género, poca 
coordinación de la oferta educativa y ofertas de trabajo, entre otros, que serán 
abordados más adelante.  
Si bien es cierto, siempre hay opciones para mejorar, pero, esta legisladora, 
cuestiona que luego de 50 años, las universidades estatales hayan sido 
incapaces de tomar acuerdos, y concretizar una propuesta enfocada a romper 
con las limitaciones y promover una verdadera regionalización. En todo este 
tiempo, el único limitado, ha sido el costarricense, quien ha tenido que  
conformarse o resignarse y sin tener más remedio que confiar de la buena 
voluntad de las autoridades universitarias, que evidentemente distan de un 
rumbo en común, ya que como se puede dilucidar de la comparecencia de las 
autoridades del CONARE, a su modo de ver, aducen que siempre han 
trabajado en pro de la regionalización, y que en el plan 2021-2025, será su 
primera prioridad, pero, a como hemos visto el avance sobre la regionalización 
en un pasado, es notorio, que en un plan de 5 años, difícilmente se realizarán 
cambios sustanciales si no se aborda desde una óptica integral y con la 
asignación de mayores recursos presupuestarios para desarrollar una 
verdadera regionalización de la educación superior universitaria. 
 

2- Redistribución de los recursos de Fondo Especial de Educación Superior: Para 
esta legisladora, resulta más que evidente, que difícilmente se logre un avance 
en el tema de regionalización si no hay una mayor asignación de presupuesto 
de por medio, que les posibilite a las Universidades crear nuevas sedes, así 
como, desarrollar estrategias, planes y programas en aras de fortalecer las 
sedes existentes, por ello, resultó más que claro, en la audiencia llevada a cabo 
por esta comisión, que en cuanto a redistribuir recursos del Fondo Especial de 
Educación Superior (FEES), no hay acuerdos tomados por el Consejo Nacional 
de Rectores y a su vez, se aclara, que si eventualmente se tomarán acuerdos, 
esa redistribución del FEES requerirá de mucho tiempo, por el hecho de que 
cada universidad tiene comprometido sus recursos, es entonces, que no es 
claro para esta legisladora, comprender las intenciones de darle máxima 
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prioridad a la regionalización en el Plan 2021-2025, sin considerar una 
redistribución de recursos, o condicionando el avance del mismo a ingresos 
producto de donaciones o de diversa naturaleza jurídica, cuando, lo ideal, es 
contar con un presupuesto definitivo, que sirva como base para hacerle frente 
a las metas en cuanto regionalización. 
 

3- Problemática de identificación objetiva de las condiciones actuales de la 
regionalización y condiciones financieras universitarias: Para esta legisladora, 
quedo claro en la comparecencia con los representantes del Consejo Nacional 
de Rectores, que los mismos no tienen claro, el porcentaje de estudiantes de 
las regiones que migran a las sedes centrales de las Universidades Estatales, 
ni tampoco, lograron determinar, cuál es el costo promedio anual para una 
universidad el sufragar los gastos para atender las necesidades de un 
estudiante que proviene de una zona rural en la Gran Área Metropolitana, 
esto genera una gran preocupación, en el sentido, que en tratándose de un 
Consejo que lo integran los rectores de las universidades estatales, que 
cuentan con un Comisión Regional Interuniversitaria desde el 2007 y que 
desde el 2018 son transformados en órganos de coordinación inter-
universitarios regionales, no tengan esos datos definidos, y ni siquiera hayan 
sido expuestos en la comparecencia, lo cual, nuevamente genera un fuerte 
cuestionamiento, en el sentido, que ¿Cómo se va a desarrollar o implementar 
una estrategia de regionalización para el plan del próximo año- que será la 
ruta de la educación superior universitaria por 5 años- sin siquiera conocer 
estos y otros indicadores de la condición actual de la regionalización?.   
Más preocupante aún, la imposibilidad de demostrarle a los integrantes de la 
comisión – ante la solicitud expresa de los legisladores- datos exactos de los 
presupuestos universitarios, y la respectiva distribución a las sedes 
regionales. Se denota una seria dificultad para mapear las condiciones 
financieras de las instituciones Universitarias, esto porque según se 
desprende de los oficios recibidos y comparecencia, se llega a la conclusión, 
que resulta imposible determinar concretamente el monto fijo de los 
presupuestos universitarios que se destina a las sedes regionales, esto, 
porque las mismas universidades reportan partidas de varios componentes 
que son de uso tanto de sede regional como centrales. Para explicar más 
claramente este aspecto, en el caso de la Universidad Nacional, de acuerdo 
al oficio UNA-SCU-ACUE-123-2020, señalan lo siguiente: 

“El oficio UNA-PGF-OFIC-546-2020, del 25 de junio de 2020, el 
Programa de Gestión Financiera, da respuesta a lo solicitado en el 
oficio UNA-SCU-OFIC-174-2020 del Consejo Universitario en el 
cual indica lo siguiente: 

“[…] la información presupuestaria por Sedes, se determina con 
base en el presupuesto asignado a las diferentes unidades 
ejecutoras institucionales, acorde con la ubicación geográfica que 
cada una de ellas ocupa en los diferentes Campus Universitarios. 
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Así mismo y considerando la estructura presupuestaria y estructura 
organizacional de la UNA, es importante indicar que existen una 
serie de recursos presupuestarios que se concentran en algunas 
unidades ejecutoras (académicas y administrativas), cuyos fondos 
se orientan a financiar actividades y gastos requeridos en los 
distintos campus universitarios, lo cual es una limitante para 
determinar con exactitud el presupuesto invertido en cada una de 
las Sedes Regionales.”” 

Ante esto, se podría partir de aproximaciones, de acuerdo a los datos 
sumistrados por los Señores Rectores, en cuanto a las inversiones 
propiamente de cada una de las Universidades Estatales en relación a la 
regionalización, la Universidad de Costa Rica indica que el presupuesto de 
año anterior, el 19.29% se destinó a Sedes Regionales; con respecto al 
Instituto Tecnológico de Costa Rica, se destinó aproximadamente un 20%; 
la Universidad Nacional destinó aproximadamente un 9.9% de su 
presupuesto a regionalización; se hace excepción, con respecto a la 
Universidad Técnica Nacional, por el hecho que al ser una universidad que 
nace regionalizada, con sedes en San Carlos, Atenas, Puntarenas, 
Guanacaste y Alajuela, su inversión presupuestaria asciende a casi el 49% 
de su presupuesto; y por último, la Universidad Estatal a Distancia que 
reafirma su presencia en todo el país con 39 sedes universitarias, sin 
detallar la asignación presupuestaria a las regiones fuera del GAM. Por lo 
tanto, es claro en el caso de las Universidades de Costa Rica, Nacional y 
Tecnológico, en sus presupuestos cerca de un 80%, se encuentra 
concentrado en la Gran Área Metropolitana. 

4- Necesidad disminuir brechas educativas para crear un verdadero desarrollo 
regional: Indudablemente, es claro, que una sede regional no viene por si sola 
a resolver los problemas que una región arrastra desde décadas; sin embargo, 
para esta legisladora, es claro, que, para ser exitosos en el tema de la 
regionalización, indiscutiblemente debe lograrse una vinculación entre la 
educación superior regional y los intereses comunales. Garantizar la sinergia 
entre los sectores productivos de la región, propiciar acuerdos o convenios con 
los gobiernos locales y los órganos del estado competentes, posibilitaría el 
ascenso social de las zonas marginales y contribuiría a combatir la pobreza.   
 
Ahora bien, con respecto al desarrollo regional, es de especial interés de esta 
legisladora, rescatar dos puntos importantes que se discutieron en la 
comparecencia con el Consejo Nacional de Rectores. Primeramente, se 
confirma, por parte del Señor Carlos Araya Leandro, Rector de la Universidad 
de Costa Rica, que esta universidad no tiene propuestas a corto plazo de 
ubicarse en la región Huetar Norte, y en lo que corresponde a la posición del 
CONARE, indican que la prioridad es cubrir entre las cinco universidades 
públicas todos los rincones del país, y sí, el Instituto Tecnológico se 
encuentra en la Zona Norte, sea este el que amplié su capacidad. Lo anterior, 
es, sin duda, un mal indicador -que reitero -tal cual señale en el primer 
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apartado de estas conclusiones, encontrándonos sin un plan nacional de 
regionalización de la educación superior universitaria, difícilmente se va a 
poder tener claridad y rumbo sobre las decisiones que se tomen las 
autoridades universitarias, en cuanto al desarrollo educativo y el desarrollo 
regional, y resulta, más que claro, que dentro de los planes de las 
universidades estatales no se está considerado fortalecer la región Huetar 
Norte, dejándola rezagada y sin mayor acceso a la educación superior 
estatal, más que la posibilidad que el Instituto Tecnológico valore ampliar su 
capacidad, sino es así, pues no habría oferta académica para esa región, y 
los estudiantes estarían resignados a matricular carreras no atinentes a la 
oferta laboral de la región, migrar por mejores oportunidades educativas o no 
acceder del todo a la educación superior, y esto es una evidente restricción 
por parte de las Universidades estatales a darle oportunidades educativas a 
las personas pertenecientes a la región Huetar norte, convirtiéndose en una 
grave falencia de las Universidades en democratizar y hacer accesible el 
conocimiento a todos por igual y sin duda, contribuye a un rezago en el 
desarrollo de esa región. 
 
El segundo aspecto que llama a la preocupación, es lo referente a la Región 
Pacifico Central, la cual, es de la más pobre del país y la que mayor 
desigualdad tiene según los datos del INEC, a su vez, es la que menos sedes 
universitarias públicas y privadas tiene según el Estado de la Educación; ante 
esto, se consulta al CONARE sobre los motivos por los cuales no se ha 
invertido en la creación de oferta educativa e infraestructura universitaria en 
la provincia de Puntarenas, a lo cual, el Sr. Méndez Padilla, indica que del 
estudio realizado de la Región Pacífico Central, resultó que los focos de 
población están muy distribuidos, y con muy poca capacidad a veces de 
poder satisfacer, por lo menos la demanda de cupos que ocupan para 
mantener una oferta en la región. Es importante indicar, que el Sr. Méndez 
Padilla se refiere también sobre el modelo de desarrollo de la región Pacífico 
Central, indica que saben qué es lo que se quiere desarrollar el Pacífico 
Central, pero, no tienen claro, un plan de desarrollo. 
 
Para esta legisladora, tales afirmaciones no son de recibo y mucho menos, 
pueden pasar desapercibidas en este informe, siendo que Costa Rica tiene 
más de 50 años de haber iniciado su camino a la regionalización, como para 
que el Consejo Nacional de Rectores, afirme que, por la distribución de la 
población y la baja demanda, sumado a un plan de desarrollo incierto, le 
imposibilite a la Región de Pacifico Central tener acceso a la educación 
superior universitaria. Por lo tanto, -nuevamente-, hay una falla en la labor de 
las Universidades Estatales, en lograr democratizar y hacer accesible el 
conocimiento a todos por igual, y, sin duda alguna, es una situación que se 
refleja en las demás regiones de nuestro país, ya sea en mayor o menor 
escala, pero es la realidad de nuestro país, lleno de desigualdades que deben 
combatirse. 
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Considero que a lo largo de la evolución de la educación superior 
universitaria se han invertido grandes cantidades de dinero- de todos los 
costarricenses- como para que no se pueda tener claridad ni oferta ni 
coordinación ni planes concretos que den respuesta a las necesidades de 
educación superior en las regiones.  
 
Por lo tanto, para esta legisladora, una vez, analizado estos aspectos, estima 
que SÍ hay rezago en la calidad de la educación superior estatal en 
comparación con la sedes regionales y las sedes de Gran Área 
Metropolitana, por ello, discrepo completamente con la intervención del Sr. 
Luis Paulino Méndez Padilla al respecto, el cual, se mostró renuente a dar la 
posición de CONARE y se escudó en su sombrero de rector de TEC, 
demostrando una intransigencia con la comisión legislativa, de informar con 
transparencia sobre la situación real y condiciones de la calidad de la 
educación superior universitaria en las distintas regiones del país, porque 
para esta legisladora, es más que claro, que la educación sí lleva desarrollo 
las comunidades y aquí nos encontramos que no se está dando la posibilidad 
de que se pueda desarrollar las regiones con índice de desarrollo bajos del 
país.  
 
Por lo tanto, comparto en su totalidad los distintos criterios emitidos a este 
expediente, por los Consejos Regionales de Desarrollo de Región Brunca, 
Región Pacifico Central y Región Huetar Norte, en razón, que el espíritu del 
legislador, en esta iniciativa de Reforma Constitucional, persigue constituir 
una acción afirmativa en pro de un desarrollo nacional con mayor equidad 
territorial y oportunidades, frente a un modelo de desarrollo centralista y con 
una fuerte resistencia a hacer las cosas de manera distinta. 
 

5- Necesidad de contar con una oferta académica de calidad: Con relación a la 
oferta académica, para esta legisladora, es una de las debilidades más 
reprochables a las Instituciones de Educación Superior, es un elemento que 
juega un papel fundamental en el desarrollo socioeconómico de las regiones, y 
el cual, ha sido cuestionado desde muchos años, por los mismos estudiantes y 
por los empleadores, esto es la realidad.  
 
Por ello, basándome en la información suministrada por el Sr. Méndez Padilla, 
sobre cuál es el procedimiento que se realiza para valorar crear nuevas 
sedes u ofertas académicas, hay un tema que me llamo especialmente la 
atención, y es que se refiere a “estudios de mercado”. Mi apreciación sobre 
estos estudios, es que los mismos se realizan para conocer las necesidades 
económicas y sociales de las regiones y así, poder concretar de manera 
atinada la respectiva oferta educativa según la región. Ahora bien, más 
ampliamente, sobre este aspecto, se refiere el Estado de la Educación, en el 
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informe del año 20191, incorporándolo en su análisis, como una de las áreas 
con desafíos para la regionalización universitaria, señalando lo siguiente: 

“(…)  

En cuanto a la oferta académica, cada vez es más importante realizar, 
de manera periódica y frecuente, estudios de mercado o sondeos 
para conocer las necesidades económicas y sociales de las regiones.  
Estas investigaciones deben incluir elementos prospectivos para 
generar insumos que posibiliten modelar la oferta académica futura. 
También, se requiere articular las ofertas para reducir traslapes 
innecesarios entre instituciones (carreras y localización) y buscar 
complementariedades. Las regiones tienen demandas claras. Se 
insiste en la necesidad de graduar profesionales con habilidades para 
el emprendimiento y la innovación. Se trata de un llamado a crear una 
oferta educativa que estimule el autoempleo de calidad y no solo la 
formación de asalariados. 

Se solicitan carreras novedosas: interdisciplinarias, cortas y con un 
alto componente tecnológico. Otra demanda es la integración de ejes 
transversales en temas como, por ejemplo, innovación, 
emprendimiento, generación de valor agregado y sostenibilidad. Un 
aspecto relevante es la necesidad de revalorar la formación técnica. 
Es un hecho que, en algunas áreas de conocimiento, los técnicos 
especializados tienen mayores oportunidades de empleo local. De ahí 
la importancia de llenar el vacío existente entre la educación 
secundaria y la universitaria. (…)” (resaltado es propio) 

Claramente, el abordar el tema de la oferta educativa requiere de su debida 
planificación, la cual, sin duda, se ha demostrado por parte de las autoridades 
universitarias una notoria descoordinación al respecto y una gran labor para 
sacar adelante, que requerirá de un gran aporte presupuestario para llevar a 
cabo las acciones correctivas necesarias, pero la gran interrogante es 
¿Cuando?.  

Tengo claro que el Consejo Nacional de Rectores, esta consiente y 
“sensibilizado” al respecto, pero más que eso, esta legisladora considera que 
se requieren más acciones concretas, que meros compromisos de palabra o 
expectativas, que muchas de las veces se ven entorpecidos por trámites 
burocráticos o visiones valle-centralistas de los encargados de toma de 
decisiones, pero la verdad está, en que si no se diversifica la oferta, no se 
genera innovación en la educación superior y no se promueve el avance en la 
acreditación de los cursos impartidos, no se va a ver mayor progreso social y 
económico y sin duda, no se generará mejores y mayores índices de matrícula 
y titulación, todo esto, es una cadena de procesos que están íntimamente 
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involucrados para generar progreso y que a criterio de esta legisladora, más 
que buenas voluntades, se requieren recursos financieros fijos y un plan 
nacional de regionalización, que defina y marque el rumbo de la educación 
superior universitaria.  

Por otro lado, estimo que, debe promoverse una mejora sustancial en cuanto 
la intermediación laboral y la prospección de puestos de trabajo, y es 
indiscutible, que las Universidades Estatales están regazadas en este aspecto, 
por lo que considero, que difícilmente vayan a cambiar las cifras en cuanto a la 
sobre-oferta y poca demanda de los cursos impartidos en sedes regionales, si 
no se invierte en este aspecto, y esto lo afirmo, porque no se puede tolerar ni 
permitir, que, se repita la lamentable situación de la carrera de Licenciatura en 
Marina Civil, de la Universidad de Costa Rica, carrera exclusiva creada en el 
año 2012 en la Sede de Caribe, que por cuestiones de deficiencias académicas 
desde el 2012, no  pudo graduar ningún estudiante y no se autorizó el ingreso 
de más estudiantes para el año 2019, quedando los estudiantes resignados a 
un “compromiso” por parte de la Universidad para graduarse, esto, es algo sin 
precedentes, inmoral y ejemplo de una mala planificación, pero, sin duda, un 
despilfarro de fondos públicos y una burla con los estudiantes. 

6- Gobernanza de los centros regionales: Los centros educativos regionales, 
deben gozar una mayor autonomía presupuestaria para la realización y 
consecución de sus metas regionales, por ello, la asignación de un 
porcentaje a las sedes regionales, como bien se ha dicho antes, viene a 
reforzar una labor realizada por los directores regionales de cada centro 
educativo. Esto resulta ser uno de los temas abordados en el más reciente 
informe del Estado de la Educación2, del programa del Estado de la Nación, 
considerándolo como uno de los desafíos para la regionalización 
universitaria, en los siguientes términos: 
 

“(…)  
Por último, los desafíos relacionados con la gobernanza incluyen 
definir criterios para la apertura y localización de las sedes. Se 
necesita una planificación estratégica sistémica, al menos para el 
subsector de universidades públicas. Es fundamental aumentar la 
desconcentración, lo cual conlleva revisar el nivel de autonomía de 
las sedes para insertarse mejor en sus regiones. Estas últimas no 
pueden someterse al ritmo burocrático de las estructuras 
centrales.” (resaltado es propio) 
 

En razón a lo anterior, es criterio de esta legisladora, que se debe propiciar 
una independencia financiera para la consecución de sus metas, adoptar 
medidas administrativas en aras de reducir las trabas burocráticas, ya que 
cada región tiene sus necesidades específicas, que difícilmente sean 
comprendidas o avaladas por el tomador de decisiones en la Capital. Por lo 
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anterior, considero, que, si es necesario contar con lineamientos generales 
unificados para todas las regiones, pero de igual manera, es necesario 
desconcentrar, bajo una sana y ética administración pública, cuyas gestiones 
deban ser direccionadas a mantener un constante y progresivo mejoramiento 
de las condiciones de los estudiantes en las regiones, en aras de alcanzar el 
progreso socioeconómico regional. 
 

8. RECOMENDACIONES 

Con fundamento en lo analizado, y considerando el trámite agravado de la reforma 
constitucional, la suscrita legisladora, rinde el presente DICTAMEN AFIRMATIVO DE 
MINORÍA sobre este expediente de reforma constitucional, proponiendo al Plenario 
Legislativo que se acoja el texto base propuesto en esta iniciativa, para que sea 
conocido y aprobado oportunamente por el Plenario Legislativo. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 

DECRETA: 
 

ADICIÓN DE UN PÁRRAFO FINAL AL ARTÍCULO 85 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA 

REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

 
ARTÍCULO ÚNICO- Adición de un párrafo final al artículo 85 de la 
Constitución Política de la República de Costa Rica.  El texto dirá: 
 
Las universidades estatales deberán destinar no menos del treinta por ciento (30%) 
de sus presupuestos a las sedes regionales que se ubiquen fuera del Gran Área 
Metropolitana (GAM). 
 
TRANSITORIO ÚNICO- Se otorga un plazo de diez años a las universidades 
estatales a partir de la publicación de la misma, para cumplir con la presente ley. 
 
Rige a partir de su publicación. 
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DADO EN LA SALA DE SESIONES DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE REFORMA 
CONSTITUCIONAL EXPEDIENTE 20.852, San José, a los veinte días del mes de 
julio del 2020 
 

 

 

Carmen Chan Mora 
Diputada 


